El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Auto – 2ª instancia –1 de marzo de 2018

Proceso: 

Verbal – Responsabilidad Civil 
Radicación Nro. :
  
66170-31-03-001-2015-00102-01
Demandante: 

 ANTONIO JOSÉ ROMÁN MARÍN
Demandado:

ESTATAL DE SEGURIDAD LIMITADA y otros

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas:


RESPONSABILIDAD CIVIL / APELACIÓN DE AUTO QUE NO ACCEDE A NULIDAD / EN LA MISMA AUDIENCIA HUBO SENTENCIA QUE NO FUE APELADA / DECLARA INADMISIBLE EL RECURSO / El auto objeto de impugnación fue dictado en la audiencia inicial del pasado 8 de febrero, diligencia en la cual se negó la nulidad promovida por la apoderada de la sociedad codemandada CONFIANZA S.A., consagrada en el numeral 8º del artículo 133 del Código General del Proceso, que consistió en la indebida notificación del auto admisorio de la demanda. En la misma audiencia, el juez de primer grado dictó la sentencia que negó las pretensiones de la demanda, decisión que no fue recurrida por la parte actora. 

(…)

De este recuento procesal se extracta que la alzada en este caso es improcedente, por cuanto, si bien se apeló la decisión que negó la nulidad pedida por uno de los demandados, surge diáfano que la sentencia, que no fue recurrida por las partes, les fue favorable a ellos, lo que lleva a declarar inadmisible la impugnación que aquí se debate.
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Expediente: 66170-31-03-001-2015-00102-01

Se encuentra a despacho el proceso verbal de responsabilidad civil promovido por Antonio José Román Marín frente a Estatal de Seguridad Limitada, Compañía de Seguros de Fianzas SA y Carlos Andrés Gañan Galeano, para decidir sobre la admisibilidad del recurso de apelación del auto que negó una nulidad por indebida notificación, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas. 





Efectuado el examen preliminar que ordena el artículo 325 del Código General del Proceso, encuentra esta Sala Unitaria que en el trámite surtido en la concesión del recurso existe una irregularidad que hace que no se le pueda dar curso a esa alzada, tal como pasa a explicarse: 





El auto objeto de impugnación fue dictado en la audiencia inicial del pasado 8 de febrero, diligencia en la cual se negó la nulidad promovida por la apoderada de la sociedad codemandada CONFIANZA S.A., consagrada en el numeral 8º del artículo 133 del Código General del Proceso, que consistió en la indebida notificación del auto admisorio de la demanda. En la misma audiencia, el juez de primer grado dictó la sentencia que negó las pretensiones de la demanda, decisión que no fue recurrida por la parte actora. A pesar de ello, el juzgado resolvió que “El recurso de apelación presentado por la parte demandada, con respecto a la no declaratoria de la nulidad del proceso, se concede en el efecto diferido y se dispone por economía procesal el envío del expediente ante la Sala Civil – Familia del Tribunal Superior de Pereira”.




De este recuento procesal se extracta que la alzada en este caso es improcedente, por cuanto, si bien se apeló la decisión que negó la nulidad pedida por uno de los demandados, surge diáfano que la sentencia, que no fue recurrida por las partes, les fue favorable a ellos, lo que lleva a declarar inadmisible la impugnación que aquí se debate.
Así es, por cuanto el artículo 325 del CGP, que se refiere al examen preliminar, señala que si se incumplen los requisitos para la concesión, se declarará inadmisible la apelación. Tales exigencias, en general, se reducen a la procedencia, la oportunidad, el cumplimiento de cargas procesales y, por supuesto, la legitimación. Esta última, tiene que ver, necesariamente, con el agravio que causa una determinada decisión a una de las partes, que es lo que supone que pueda controvertir los argumentos del funcionario para que se revoque o se reforme. 

Y si la nulidad fue impetrada por una indebida notificación de una de las demandadas, pero luego ella fue absuelta en la sentencia, no se ve de qué manera se pueda concluir que el daño que en su momento se pudo dar, se mantenga en la actualidad. 

Aunque en situaciones un tanto diversas, bien vale recordar que, según el inciso final del artículo 323 del CGP “Quedarán sin efecto las decisiones del superior que hayan resuelto apelaciones contra autos, cuando el juez de primera instancia hubiere proferido la sentencia antes de recibir la comunicación de que trata el artículo 326 y aquélla no hubiere sido apelada”.
Sobre el sentido y alcance de esta norma, la doctrina ha dejado claro que:

“En este caso el secretario del juzgado de primera instancia inmediatamente haya vencido el término de ejecutoria, si no se interpuso ningún recurso, deberá comunicar, sin necesidad de auto que lo ordene y por cualquier medio que puede ser un oficio, telegrama, correo electrónico y aún por vía fax o telefónica, la circunstancia al superior, es decir que se profirió sentencia y que quedó ejecutoriada, con el objeto de que este declare desierta la apelación en curso y si son varios los recursos que se surten, todos ellos los serán.

La razón de la disposición es clara: Si las partes consintieron el fallo de primera instancia al no apelarlo, sobra por entero cualquier otra decisión adicional, se deberá estar a lo resuelto en la sentencia. Por eso el superior pierde la competencia para decidir las apelaciones, limitándose su labor a declararlas desiertas y sin costas a cargo de ninguna de las partes.”

Y si ello ocurre cuando el superior ya ha asumido el estudio de la apelación de un auto, con tanta mayor razón, cuando todo quedó definido en la audiencia final realizada en primera instancia, pues si ya se dictó sentencia, favorable a los intereses de las demandadas, y ella no fue apelada por ninguna de las partes, ningún sentido tiene, porque no hay agravio a estas alturas, tramitar una apelación contra un auto que negó una nulidad en esa sede. 

Es claro que la apoderada judicial de las demandadas confunde las cosas y que el funcionario se dejó llevar por ello. La apelación fue por la nulidad negada, no por la sanción impuesta a las demandadas por la inasistencia a una audiencia. 

En armonía con lo dicho, por ausencia de ese requisito de la legitimación, se DECLARA INADMISIBLE el recurso de apelación propuesto. 

En firme el presente auto, vuelvan las diligencias al juzgado de origen.
  



Notifíquese

 



El Magistrado,

 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

Magistrado
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